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VOTO concurrente que formula el Ministro Genaro David Góngora Pimentel en la Controversia Constitucional 55/2005, promovida por el Municipio de Xochitepec, Estado de Morelos, en contra del Congreso y de otras autoridades en la entidad.
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO GENARO DAVID GONGORA PIMENTEL EN LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 55/2005, PROMOVIDA POR EL MUNICIPIO DE XOCHITEPEC ESTADO DE MORELOS.

En sesión de veinticuatro de enero de dos mil ocho, el Pleno de este Tribunal Constitucional declaró la invalidez del último párrafo del artículo 57 de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, por considerar que dicho precepto, al prever que la legislatura local fijará los casos y cuantía en que proceda otorgar el pago de pensiones de los empleados municipales, confiere al Poder Legislativo una atribución que le permite afectar unilateralmente los recursos del Municipio, lo cual lesiona el principio de libre administración de la hacienda municipal, entendida como autonomía en la gestión de los recursos municipales.
Coincido con la conclusión a la que arriba el proyecto en el sentido de declarar la invalidez del precepto mencionado y del acto de aplicación respectivo, pero no así con lo que respecta al tratamiento del asunto, pues considero que el análisis no debe agotarse en el tema de la libre administración hacendaria, sino que debe partir de un análisis integral del sistema de pensiones existente en el Estado de Morelos, el cual me parece violatorio de lo dispuesto en el artículo 123 de la Constitución Federal, por las siguientes razones:
Los artículos 54, fracción I, y 55 de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos
, prevén que los trabajadores burocráticos tendrán derecho a ser afiliados al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) o al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado (ISSSTE), según lo determinen los poderes y Municipios del Estado, y que serán dichas instituciones quienes se encargarán de prestar los seguros y servicios que corresponden a los trabajadores.
Sin embargo, dichos preceptos establecen una excepción para el caso de las pensiones por jubilación, cesantía en edad avanzada, invalidez, viudez, orfandad y ascendencia, respecto de las cuales se establece que su otorgamiento corresponde al Congreso del Estado en términos del artículo 56 de la ley en cita
.
De esta manera, en materia de jubilaciones y pensiones, Morelos tiene un sistema de beneficio definido, en el que el Estado y sus Municipios cubren directamente con gasto corriente dichas obligaciones para la totalidad de los trabajadores estatales, sin recurrir al IMSS o al ISSSTE para dichos fines, ni a un instituto local de seguridad social como los que existen en diversas entidades federativas.
Ahora bien, en la acción de inconstitucionalidad 17/2005, este Alto Tribunal en Pleno sostuvo que el articulo 115, último párrafo, de la Constitución Federal
, al establecer que las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores se regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los estados con base en lo dispuesto en el artículo 123 constitucional, debe entenderse referido al apartado B de dicho precepto.
Cabe señalar que durante las discusiones de aquel asunto, el Ministro Franco sostuvo un criterio, al cual me adherí, en el sentido de que las relaciones entre los municipios y sus trabajadores pueden regirse por cualquiera de los apartados del artículo 123, criterio que sigo considerando es el que debiera prevalecer.
Sin embargo, al margen de la opinión que se tenga en cuanto a la posibilidad de que las relaciones entre los Municipios y sus trabajadores puedan regirse por cualquiera de los apartados del artículo 123 constitucional o necesariamente por el apartado B, lo cierto es que en ambos apartados, así como en sus leyes reglamentarias, se prevé la existencia de organismos encargados de administrar la seguridad social, en quienes recae la responsabilidad de otorgar los beneficios a que la Constitución y sus leyes reglamentarias se refieren.
En efecto, el artículo 123, apartado A, fracción XXIX
, señala que es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, en la que se consigna la existencia del Instituto Mexicano del Seguro Social.
Si bien no es la propia Constitución la que prevé la existencia de dicho Instituto, la ley reglamentaria de este apartado sí lo hace, lo que cobra relevancia en el ámbito de las entidades federativas, en la medida en que el artículo 115 constitucional, en su último párrafo, dispone que las leyes que rijan las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores deberán conformarse no sólo al artículo 123 de la propia Norma Fundamental, sino también a sus disposiciones reglamentarias.
Por su parte, el artículo 123 apartado B, fracción XI, último párrafo
, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé la existencia de un "organismo encargado de la seguridad social”, cuya existencia se consagra en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado, por lo que en este caso sí es la propia Constitución la que prevé la existencia del citado organismo, lo que, como ya se dijo, forma parte de las bases a las que deben sujetarse las relaciones entre los municipios y sus trabajadores.
En este orden de ideas, me parece que la inconstitucionalidad en este asunto no sólo deriva de la afectación a la autonomía hacendaria del Municipio, sino
de la manera en que está diseñado el sistema de pensiones en el Estado de Morelos, el cual no contempla la existencia de un organismo al que corresponda decidir sobre el otorgamiento de pensiones con cargo a su patrimonio propio, ni tampoco prevé que sean el IMSS o el ISSSTE los encargados de cubrir tales prestaciones.
Lo anterior es violatorio de la Constitución Federal, toda vez que las bases que rigen las relaciones entre los Municipios y sus trabajadores deben ajustarse al artículo 123 constitucional, cuyos apartados A y B, en relación con sus leyes reglamentarias, prevén la existencia de organismos encargados de administrar la seguridad social en su totalidad, lo que torna inconstitucional el sistema del Estado de Morelos, en el que las pensiones se otorgan por la Legislatura Local, con cargo a las haciendas públicas municipales.
Cabe aclarar que el problema no radica necesariamente en la inexistencia de un instituto local de seguridad social, sino en el hecho de que sean el propio Estado y sus Municipios quienes deban cubrir las pensiones con cargo a sus respectivos presupuestos, en lugar del IMSS, el ISSSTE o algún otro organismo creado para tal efecto.
De esta manera, se incumple el mandato constitucional de que los riesgos de seguridad social san socializados, lo que en la especie quedó de manifiesto con los efectos asistémicos producidos por el esquema de pensiones de Morelos, el cual provocó que el Municipio actor quedara constreñido a pagar una pensión a un trabajador con el que mantuvo una relación laboral durante menos de un año, siendo que durante la mayor parte de su vida laboral dicho trabajador laboró para el Estado.
Conforme a lo anterior, concuerdo con el sentido de la ejecutoria y aún con sus consideraciones, sin embargo, creo que el tratamiento debió ser más extenso para abordar por completo el estudio del sistema prevaleciente en el Estado y, en este sentido, llegar a la conclusión de que, además, el sistema de pensiones del Estado de Morelos, regido esencialmente por los artículos 56, 61, 64 y 68, párrafo segundo y tercero, de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, resulta inconstitucional.
El Ministro, Genaro David Góngora Pimentel.- Rúbrica.- El Secretario General de Acuerdos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, José Javier Aguilar Domínguez.- Rúbrica.

EL CIUDADANO LICENCIADO JOSE JAVIER AGUILAR DOMINGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cuatro fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el voto concurrente que formula el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel en la controversia constitucional 55/2005, promovida por el Municipio de Xochitepec, Estado de Morelos, en contra del Congreso y de otras autoridades en la entidad. Se certifica para su publicación en el Diario Oficial de la Federación.- México, Distrito Federal, a dieciocho de abril de dos mil ocho.- Rúbrica.
� Artículo 54.- Los trabajadores en materia de prestaciones sociales tendrán derecho a:


I.- La afiliación al Instituto Mexicano del Seguro Social o al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y al Instituto de Crédito para los Trabajadores al Servicio del Gobierno del Estado de Morelos;


[…]


Artículo 55.- Las prestaciones, seguros y servicios citados en el artículo que antecede estarán a cargo de los Poderes del Estado y de los Municipios, a través de las instituciones que para el caso determinen.


� Artículo 56.- Las prestaciones a que se refiere la fracción VII del Artículo 54 de esta Ley, se otorgarán mediante decreto que expida el Congreso del Estado una vez satisfechos los requisitos que éste ordenamiento establece.


�Art. 115.- Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes:


[…]


Las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores, se regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los estados con base en lo dispuesto en el Artículo 123 de esta Constitución, y sus disposiciones reglamentarias.


� Art. 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la Ley.


[…]


A.- Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo contrato de trabajo:


[…]


XXIX.- Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares.


� Art. 123.- […]


B.- Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores:


[…]


XI.- La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas:


[…]


f).- Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones baratas, en arrendamiento o venta, conforme a los programas previamente aprobados. Además, el Estado mediante las aportaciones que haga, establecerá un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que adquieran en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, o bien para construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por estos conceptos.


Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán enteradas al organismo encargado de la seguridad social regulándose en su Ley y en las que corresponda, la forma y el procedimiento conforme a los cuales se administrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los créditos respectivos.





